	Fecha
	 24 de febrero de 1967
	Sesión número
	5

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JUAN JOSÉ GUTIÉRREZ ORTEGA

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que es dueño de la “Finca Santa Fe” del Partido de Alajuela. Que por disposición del Ministro de Transportes, funcionarios del Ministerio iniciaron la apertura de la trocha necesaria para la construcción de un camino que debe unir los centros de población de Canalete y Upala. Que esa trocha tendrá una longitud de más de 1 km por no menos de 15 mts de ancho, o sea aproximadamente 15,000 m2. Que no se le notificó nada acerca del particular, y no existen diligencias para la expropiación de la porción de terreno de su finca. Alega violación del artículo 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que se estudia una posible ruta para el proyecto de carretera Cañas-Upala comenzando en la Sección Canalete-Upala. Que de haber ocurrido actos llevados a cabo por funcionarios del Ministerio en finca del recurrente, han sido en razón de la ejecución de estudios preliminares de topografía, necesarios para ubicar una posible ruta para diseñar el proyecto de la carretera. De conformidad con el artículo 38 de la Ley de Caminos, se procederá a reiniciar los trabajos que fueron suspendidos. Que cualquier daño que se causare a la finca con ocasión de los referidos estudios, será indemnizado sin demora inclusive de oficio. Que en el supuesto de que los estudios realizados comprobaren técnicamente que, el camino más provechoso es el que afecta los terrenos del recurrente, ese Despacho procederá a iniciar diligencias de expropiación de la faja de terreno necesaria para el derecho de vía.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. De los autos no se desprende que al recurrente se le haya pretendido expropiar la parte de su inmueble, sino que tan sólo se trata de estudios topográficos hechos por el Ministerio al amparo de lo que establece el artículo 38 de la Ley No. 1851 de 28 de febrero de 1955, necesarios para la apertura, rectificación, conservación o mejora de caminos públicos.


N° 5
SESIÓN CORTE INTERINA celebrada a las nueve horas del día veinticuatro de febrero mil novecientos sesenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós y Trejos. 
Artículo IV
Se trajo a estudio el recurso de Amparo del señor Juan José Gutiérrez Ortega contra el señor Ministro de Transportes, en el cual se alega:
“Hechos”

“1) Desde hace ya bastantes años soy dueño de la finca inscrita en el Registro Público, Sección de la Propiedad, Partido de Alajuela, tomo 1423, folio 105, inmueble N° 107.028, asientos 1 y 2, que siendo terreno cultivado en parte de árboles frutales, en parte de cacao, en parte de hule, y en otra parte de potrero y montaña, con una casa de habitación para el mandador y un campamento para peones, de cuatrocientos cuarenta y cinco hectáreas, cuarenta y nueve áreas, setenta y tres centiáreas y cuarenta decímetros cuadrados de extensión, está situado en Upala de Guatuso, distrito 8° del cantón 3° de la Provincia de Alajuela.
2) Dicho inmueble, al que se le conoce comúnmente con el nombre de “Finca Santa Fe”, a título de dueño, quieta, pública e ininterrumpidamente lo ha venido poseyendo, durante muchos años, el suscrito Gutiérrez Ortega.

3) Más pese ello a que oportunamente y en forma gratuita yo cedí de mi finca en cuestión el terreno necesario para que se establecieran allí no sólo un campo de aterrizaje sino que un cementerio también, es lo cierto que de un tiempo acá mi inmueble ha venido siendo objeto de una serie de graves atentados contra la integridad del mismo, por parte tanto del Consejo de Distrito como de la Junta de Caminos de Upala, atentados que han constituido siempre verdaderas violaciones del régimen de respeto para la propiedad privada que nuestra legislación mantiene.  Porque esos dos órganos de la Administración Pública, sin someterse nunca en su empeño a las normas que son de rigor en tales casos, por sí y ante sí, sin trámites de expropiación con previa indemnización, han pretendido apoderarse de grandes extensiones de la “Finca Santa Fe”, dizque para destinarlas a la apertura de caminos.

4) Siendo en verdad cuantiosos los daños y perjuicios por el suscrito Gutiérrez Ortega sufridos en su economía hasta hoy, como directa y fatal consecuencia de esas actitudes ilegales tanto del Consejo de Distrito como de las Junta de Caminos de Upala.

5) Pues bien, ayer miércoles 15 de febrero del año que trascurre, ante la mayor de mis sorpresas, se presentó en mi “Finca Santa Fe” un grupo de funcionaros del Ministerio de Transportes, al que acompañaba otro grupo de trabajadores bajo las órdenes del primero, para dar comienzo, en la sección oeste del inmuebles, y por así haberlo dispuesto el señor Ministro de Transportes, ingeniero José J. Rodríguez Calvo, a la apertura de la trocha necesaria para la construcción de un nuevo camino que, según lo expresaron tales funcionarios, siendo parte de la carretera, todavía en proyecto, que deberá comunicar la población de Cañas, de la Provincia de Guanacaste, con la población de Upala, de la Provincia de Alajuela, debe unir por el momento los centros de población de Canalete y Upala.

6) La trocha en cuestión, que corre de sur a norte y que está siendo abierta innecesariamente en el lugar en donde se pretende, porque casi junto a ella se halla otro camino que tiene el mismo rumbo, alcanzará en mi heredad una longitud de más de un kilómetro por no menos de quince metros de ancho, o sea que se pretenden despojar al suscrito Gutiérrez Ortega de una porción de la “Finca Santa Fe”, de por ahí de quince mil metros cuadrados.

7) Además de que para la apertura de la trocha en cuestión, ya se ha comenzado a destruir, en algunas secciones, un magnífico y por ende valioso potrero de zacate de jaragua, y se tendrán que talar, fatalmente, muchos árboles de cacao en plena producción.

8) Tales daños y perjuicios, como lo que dejo descrito se advierte, montarán miles de colones.

9) Debiendo advertir, finalmente, que tal situación la ha provocado el señor Ministro de Transportes, sin decir agua va, porque además de que nunca se me notificó nada acerca del particular, esta es la hora que en ninguna parte existen diligencias para la expropiación de la porción de terreno de mi finca, con que se pretende alzar el Estado.
Derecho.

Cuando en el artículo 45 de nuestra Constitución Política se ordena que “la propiedad es inviolable, y que a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización conforme a la ley”, sin duda alguna que el legislador consagra el principio de inviolabilidad de la propiedad privada en nuestro medio, contra el cual atenta de manera franca y decidida la actitud de que antes dije del señor Ministro de Transportes, quien sin que esté comprobado el interés público que en caso se alega,  y sin ninguna indemnización previa de daños y perjuicios, pretende apoderarse de una considerable extensión del terreno de mi finca, para destinarla a camino.
Consagrándose una vez más la norma constitucional de inviolabilidad de la propiedad privada, al mandarse en el artículo 266 del Código Civil, que “la propiedad y cada uno de los derechos especiales que ésta comprende, no tiene más límites que los admitidos por el propietario y los impuestos por disposiciones de la ley”.

Además de que siempre en defensa de esa sagrada norma de respeto para la propiedad privada, y compaginando desde luego el interés particular con el interés público, nuestro legislador, en el artículo 30 de la Ley General de Caminos Públicos N° 1851 de 28 de febrero de 1955, establece el único procedimiento mediante el cual es posible, en nuestro medio legal, transformar en cosa pública la propiedad privada, para efectos de construcción de caminos; y a tal procedimiento, es lo cierto, no se ha sometido en el caso en examen, ni por asomo, el señor Ministro de Transportes.

Siendo el medio apropiado que tiene el suscrito Gutiérrez Ortega para que se le restablezca el goce del derecho de inviolabilidad de su propiedad privada, desconocido en la forma y por los medios de que doy noticia por el señor Ministro de Transportes, el Recurso de Amparo de que se habla en el párrafo segundo del artículo 48 de nuestra Constitución Política, al mandarse en éste que:

“Para mantener o restablecer el goce de los otros derechos consagrados en esta Constitución, a toda persona le asiste, además, el Recurso de Amparo, del que conocerán los tribunales que fije la ley”.

Acción.-

Por todo lo cual y con fundamento no sólo en los hechos y el derecho antes expuestos, sino que también en lo mandado en los artículos 1 a 23 de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, me presento ante esta Honorable Corte instaurando RECURSO DE AMPARO contra el señor Ministro de Transportes, ingeniero José J. Rodríguez Calvo, mayor, casado, ingeniero y de este vecindario, para que luego de cumplidos los trámites de rigor, se acojan en la sentencia por recaer los siguientes, 

Pronunciamientos:
a) Con lugar el presente Recurso de Amparo.

b) Que por consiguiente debe restituirse al suscrito Gutiérrez Ortega al pleno goce del derecho de propiedad violado, restableciéndose a la vez las cosas, por cuenta del funcionario infractor de tal derecho, al mismo estado que éstas guardaban antes de la violación.

c) Que se le previene al funcionario responsable de los hechos en cuestión, que no debe incurrir de nuevo en los mismos.

d)  Que tales mandatos debe cumplirlos el funcionario responsable, en el término de veinticuatro horas contadas a partir de la fecha en que se le haga la respectiva prevención; y,

e) Que el señor Ministro de Transportes debe pagar las costas tanto personales como procesales de esta contienda.

PETICIÓN ESPECIAL.-

Como la violación del derecho de propiedad origen y razón de este recurso, de continuar me ocasionaría sin duda alguna daños y perjuicios graves e irreparables, ya que se están destruyendo potreros en mi finca y se destruirán también sus cultivos, con apoyo en lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de Amparo pido a esta Honorable Corte decretar la inmediata suspensión del acto contra el cual reclamo.

Y para la demostración de todos y cada uno de los hechos en que se fundamenta mi recurso, pido a esa Honorable Corte la recepción de la siguiente,

PRUEBA:

1) Que se pida informe acerca de los hechos objeto de este recurso, al señor Ministro de Transportes.
2) Que se practique inspección ocular en el lugar de los hechos, para que se constaten todas aquellas señales o rastros que hasta ahora han dejado en el paraje los actos de violación de mi derecho de propiedad de que tengo dicho, tales como colocación de estacas marcando la trocha, destrucción de secciones de potrero, etc.

3) Que se cite a los señores Julián Romero, Pura Ruiz y José Monjarrez, cuyos segundos apellidos ignoro, mayores, casados, empleados y vecinos de Upala de Grecia, para que digan:
a. Como es cierto que los declarantes, desde hace mucho tiempo residen permanentemente en la “Finca Santa Fe”, de propiedad del suscrito Gutiérrez Ortega, y,

b. Como es también cierto que por ese motivo los testigos presenciaron cuando el día 15 del mes de febrero que transcurre, un grupo de ingenieros del Ministerio de Transportes, acompañado de un grupo de trabajadores, alegando que actuaban con órdenes del señor Ministro de Transportes, se introdujeron en mi finca en cuestión, tomaron medida para la construcción de la trocha de un camino, colocaron señales, y dieron comienzo a la destrucción, en buena parte, de un potrero de zacate de jaragua.

4) La certificación que acompaño, expedida por el Registro Público, en que consta mi derecho de propiedad sobre la finca aquí en cuestión.”

El señor Ministro de Transportes requerido al efecto, rindió su informe  así: “1) Este Despacho ordenó a la Dirección General de Vialidad que procediera a estudiar una posible ruta para el proyecto de carretera Cañas-Upala comenzando en la Sección Canalete-Upala, trabajo que inició en días pasados.

2) La cooperación de los vecinos ha sido casi unánime, no solo para realizar los estudios dichos, sino para donar las fajas de terreno requeridas para el derecho de vía de la carretera, renunciando a cualquier daño que el Ministerio les cause a sus fincas.  Esta actitud de los vecinos es fiel exponente de las bondades que trae aparejadas la ejecución de la ruta proyectada, especialmente en sus intereses económicos.  La excepción de la regla la constituye en forma ya casi perpetua, el señor Gutiérrez Ortega.  En toda obra de desarrollo de la región, principalmente tratándose de caminos de penetración se ha encontrado la negativa del citado señor, ya sea para cooperar con la comunidad o con el Ministerio de Transportes. 

3) Con motivo de la orden dada para los estudios preliminares, cuadrillas de Topografía del Departamento de Diseño estuvieron realizando investigaciones en un trayecto de 6 kilómetros entre Canalete y Upala interrumpiéndose éstos en la propiedad del señor Gutiérrez ante la negativa de éste.  A la fecha los trabajos están interrumpidos.
4) El artículo 38 de la Ley número 1851 de 28 de febrero de 1955 dice:

ARTÍCULO 38.- Ningún propietario o poseedor, por cualquier título, podrá oponerse a que se practiquen dentro de su propiedad los estudios necesarios para la apertura, rectificación, conservación o mejora de caminos públicos, y, si tales estudios causaren algún daño, será indemnizado sin demora.  En todo caso, la entidad respetiva o el funcionario o delegado comisionado para practicar los estudios, notificarán al interesado la fecha en la cual se entrará en su propiedad a fin de que presencie las diligencias, si lo desea…”

5.- Los Jefes de las Cuadrillas de Topografía optaron por consultar a la División Legal de Vialidad para que les indicara el camino a seguir en el presente caso. Como es lógico suponer esta Oficina les indicó las facultades del artículo 38 transcrito y la obligación de notificar al propietario (que dicho sea de paso fue notificado desde un principio).

6.- En esta semana se procederá a reiniciar los trabajos que fueron suspendidos conforme a las atribuciones del artículo citado, notificando previamente al interesado propietario, y haciéndose acompañar la cuadrilla encargada, de la Autoridad Política del lugar, por cualquier inconveniente que surgiera a última hora.

7) Es posible que una de las cuadrillas encargadas de los trabajos pusieran estacas o chapearan parte del zacate jaragua para hacer los carriles necesarios para obtener la lectura del teodolito y anotarlas en las libretas de rigor.  Todo esto es un trámite acostumbrado en la ejecución de estudios de topografía indispensables para los trabajos definitivos de diseño.

8) El Ministerio de Transportes por medio de la Oficina encargada de estos trámites legales no se ha negado nunca en atender y resolver los reclamos por daños que como consecuencia de esta labor se hubieren ocasionado. A la fecha no se ha presentado escrito alguno en dicho sentido.

Lo anterior es lo que ha sucedido hasta el momento en los terrenos del recurrente.

DEL ESCRITO DE AMPARO:

a.- En todo momento el recurrente emplea las frases “proyecto” “alcanzará” “se tendrán” “montarán”, etc., que da una sensación constante de imprecisión.  Es decir no se atreve a manifestar rotundamente que se le han causado daños con motivo de la ejecución de los trabajos propios del camino.  A lo sumo manifiesta que “para la apertura de la trocha ya se ha comenzado a destruir…” Todo esto es calificativo de que lo que se ha hecho hasta el momento son trabajos de topografía.  Es más, en el párrafo correspondiente a la prueba que ofrece, manifiesta: “…Que se practique inspección ocular en el lugar de los hechos, para que constaten todas aquellas señales o rastros que hasta ahora han dejado en el paraje los actos de violación de mi derecho de propiedad de que tengo dicho, tales como colocación de estacas marcando la trocha, destrucción de secciones de potrero, etc.….”


Prueba más concluyente de la verdad de mis afirmaciones no se podrá encontrar, tomando en consideración que es la propia confesión del recurrente la que se transcribe.


CONCLUSION:

Este Despacho afirma que de haber ocurrido actos llevados a cabo por funcionarios del Ministerio de Transportes en finca del señor Gutiérrez Ortega, han sido en razón de la ejecución de estudios preliminares de topografía, necesarios para ubicar una posible ruta para diseñar el proyecto de carretera Cañas Upala sección Canalete-Upala.

Que en todo momento los funcionarios dichos siguen al pie de la letra las disposiciones del artículo 38 de la Ley General de Caminos Públicos, precitado cuando, en procura de la ejecución de estos trabajos, tienen forzosamente que entrar a heredades particulares.  

Que cualquier daño que se causare a la finca o sus anexidades con ocasión de los referidos estudios, será indemnizado sin demora inclusive de oficio, de conformidad con los trámites administrativos acostumbrados, regla que aplica el Ministerio sin excepción alguna.

Que en el supuesto de que los estudios realizados comprobaren técnicamente que, el camino más provechoso para la población es el que afecta los terrenos del recurrente, este Despacho de inmediato y en uso de las facultades que le otorga el artículo 30 de la citada Ley de Caminos, procederá a iniciar diligencias de expropiación de la faja de terreno necesaria para el derecho de vía, en la que se incluirá desde luego, cualquier daño que se causare a los cultivos o construcciones.

Como prueba  adicional, me permito adjuntar al presente escrito de respuesta, dos originales de los oficios número 120 y 11 de 20 de este mes dirigidos a la División Legal de Vialidad por los Ingenieros Mario Fernández Ortiz y Alejandro Alvarado Montero, Subdirector General de Vialidad el primero, Jefe de Departamento de Diseño el segundo, en los cuales confirman lo dicho por mí anteriormente.

En consecuencia solicito a los señores Magistrados, de acuerdo con los artículos 3, 9 y 19 de la Ley número 1161 de 2 de junio de 1950 (Ley de Amparo), rechazar de plano el recurso e imponerle al señor JUAN JOSE GUTIERREZ ORTEGA la multa de ley en su extremo mayor, toda vez que los hechos imputados a los funcionarios dichos no son ciertos, desfigurando así en forma notoria lo realmente acontecido.
Previa la discusión del caso, se dispuso declarar sin lugar el recurso, porque basado éste en el artículo 45 de la Constitución Política, de los autos no se desprende que al recurrente se le haya pretendido expropiar la parte de su inmueble, sino que tan sólo se trata de estudios topográficos hechos por el Ministerio al amparo de lo que establece el artículo 38 de la Ley No. 1851 de 28 de febrero de 1955, que es amplio en cuanto a las facultades que otorga al órgano público correspondiente para practicar los estudios necesarios para la apertura, rectificación, conservación o mejora de caminos públicos. Y existe el ofrecimiento de pagar de inmediato cualquier daño que se le hubiere irrogado al propietario.  En lo que atañe a la multa que el señor Ministro solicita que se imponga al recurrente, porque los hechos imputados no son ciertos, el Tribunal considera que no es del caso ponerla porque él pudo entender, erróneamente, que se pretendía expropiarle sin llenar las formalidades de ley.
